
Martín Vizcarra se sumó ayer a
la cada vez más larga lista de ex-
presidentes peruanos que encaran
procesos judiciales por corrup-
ción, luego de que un juez dictara
prisión preventiva por cinco me-
ses en su contra para evitar que
salga del país antes de su eventual
condena en el juicio que enfrenta.

Vizcarra está involucrado en un
proceso por el delito de cohecho
pasivo propio, a raíz de los pre-
suntos sobornos recibidos cuando
era gobernador regional de Mo-
quegua (2011-2014). 

En una audiencia pública, el
juez Jorge Chávez Tamariz dio
lectura a la resolución después

de la argumentación del fiscal
Germán Juárez, que detalló el
pago de los sobornos por 2,3 mi-
llones de soles (611.000 dólares)
de las empresas adjudicatarias
de las obras Lomas de Ilo y am-
pliación del Hospital de Moque-
gua, a solicitud del entonces go-
bernador regional.

El juez de primera instancia
consideró que existe peligro pro-
cesal y peligro de fuga al argu-
mentar que el exmandatario no
tenía arraigo laboral ni familiar
porque su esposa, Maribel Díaz,
e hijo menor viven en otra ciu-
dad, y que al menos uno de los
contratos de trabajo presentados
es “cuestionable” porque la em-
presa es dirigida por su esposa y

sus accionistas son sus hijas.

La “cárcel de 
los expresidentes”

Tras la resolución, Vizcarra fue
conducido por la Policía Nacional
a la carceleta del Poder Judicial, a
la espera de que el Instituto Nacio-
nal Penitenciario (Inpe) autorice
su ingreso en la prisión de Barba-
dillo, donde están recluidos tam-
bién los exmandatarios Alejandro
Toledo (2001-2006), por una con-
dena de lavado de activos, y el ex-
presidente Pedro Castillo (2021-
2022), procesado por su fallido in-
tento de golpe de Estado. La pren-
sa llama a ese recinto la “cárcel de
los expresidentes”.

Antes de conocerse la resolu-
ción, Vizcarra declaró ante el
juez que seguía confiando en el
Poder Judicial, a pesar del “vía
crucis” al que se consideraba in-
justamente sometido.

El exmandatario aseguró que
su arraigo laboral era “pleno”, y
que había viajado seis veces a ni-
vel nacional, en los últimos me-
ses, para “cumplir con los objeti-
vos” que tenía con los contratos
de trabajo y con el partido políti-

co Perú Primero, que fundó con
miras a las elecciones generales
de 2026, donde busca ser candi-
dato presidencial, si bien cuenta
con tres inhabilitaciones aproba-
das por el Congreso.

El magistrado aclaró que, con
su decisión, “no determinó cul-
pabilidad”, sobre el delito de co-
hecho, porque el principal sus-
tento es el peligro procesal del
acusado. En ese sentido, explicó
que se trata de una medida de

coerción para someterlo a un
proceso penal, en el que se solici-
ta una pena de 15 años de cárcel.

El abogado de Vizcarra, Erwin
Siccha, apeló la medida de pri-
sión preventiva y afirmó que el
expresidente no estuvo en la ciu-
dad de Lima en la fecha que la fis-
calía sostiene que mantuvo un
encuentro con representantes de
la empresa ICCGSA para recibir
personalmente uno de los pagos
ilícitos en 2016.

Por supuestos delitos cuando era gobernador:

Ordenan prisión preventiva 
de expresidente Vizcarra 
por presunta corrupción
La medida, de cinco meses de duración, fue dictada por el posible
riesgo de fuga en el marco de un caso indagado por cohecho.
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VIZCARRA SERÁ ENVIADO a la prisión de Barbadillo, donde están otros expresidentes.
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Por un lado, una decisión que
busca controlar los casos de ra-
bia y los ataques a personas. Por
el otro, grupos animalistas que
acusan una “sentencia de muer-
te” para millones de perros. El
debate se instaló esta semana en
India, luego de que el Tribunal
Supremo de Justicia ordenara la
captura “inmediata” de todos
los perros callejeros de Nueva
Delhi, en un país que alberga la
mayor población de estos ani-
males en el mundo.

India, con una población esti-
mada de 62 millones de perros
callejeros, registra el 36% de las
muertes por rabia en el mundo,
con unas 20.000 víctimas anua-
les, según la OMS. Solo en la ca-
pital se reportan más de 100.000
mordeduras al año y, según da-

tos oficiales presentados al Parla-
mento, los ataques en todo el país
superaron los 1,4 millones en los
primeros seis meses de 2023. 

“Ni un solo perro callejero
debe ser liberado. Si sabemos
que esto ha ocurrido, tomare-
mos medidas severas”, advirtió
la sala del Supremo, compuesta
por los jueces J. B. Pardiwala y
R. Mahadevan.

Hasta ahora, la ley india, en
una norma que data de 2002, no
solo impedía el sacrificio de pe-
rros callejeros, sino que conver-
tía a la India en “el único país
del mundo que impide la euta-
nasia de perros con rabia”. La
política obligatoria era la de es-
terilizar y liberar al animal en su
mismo territorio.

La orden judicial desató pro-
testas en las calles y una ola de
críticas por parte de una coali-
ción de estrellas de Bollywood, la

mayor industria del cine indio,
activistas y políticos de la oposi-
ción, que calificaron la medida de
“sentencia de muerte”.

La crítica más detallada provi-
no de la veterana política y reco-
nocida activista por los derechos
de los animales, Maneka Gandhi,

quien calificó la orden de “juicio
iracundo” e “inviable”. La diri-
genta explicó que construir los
3.000 refugios necesarios para
albergar a los 300.000 perros de
la capital costaría una cifra esti-
mada de unos 1.800 millones de
dólares y requeriría 150.000 tra-

bajadores, algo logísticamente
imposible para la ciudad. 

El aprecio por los perros tiene
razones tanto religiosas como
simbólicas. En el hinduismo, el
dios Bhairava (una forma de Shi-
va) suele representarse acompa-
ñado de un perro negro, visto co-

mo su guardián; y según algunas
tradiciones en ese país, se cree
que los perros protegen el hogar
de malas energías y espíritus.

Ante esta situación, el presi-
dente del Tribunal Supremo, B.
R. Gavai, se comprometió ayer a
“revisar” la medida. Según EFE,
eso no significa la suspensión de
la orden, pero la deja en un limbo
y devuelve el foco a la división en
la sociedad que espera que su
más alto tribunal resuelva la con-
tradicción entre la seguridad en
las calles y la compasión a los ani-
males, consagrada en sus leyes. 

La tensión social ha crecido
luego de una serie de ataques
mortales, como el de una guagua
de siete meses que murió por las
mordeduras de un perro en la
ciudad de Noida, o el de dos her-
manos de cinco y siete años que
fallecieron en la capital tras ser
atacados por una jauría.

Más de 100.000 mordeduras al año solo en la capital:

Polémica en India por orden de Tribunal
Supremo de controlar a los perros callejeros 

El país registra casos
de rabia y de ataques a
personas. Los
detractores de la
disposición dicen que
se trata de una
“sentencia de muerte”.
G. R.

ACTIVISTAs apelaron a la tradición hinduista para de-
fender a los perros callejeros.
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SEGÚN EL GOBIERNO indio, las muertes humanas sos-
pechosas por rabia fueron 21 en 2022, 50 en 2023 y 54
en 2024.
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“El Perú honra a sus
defensores y re-
chaza cualquier
intromisión in-

terna o externa”, dijo ayer la Pre-
sidenta de Perú, Dina Boluarte,
luego de promulgar una ley de
amnistía a militares y policías
procesados por violaciones de
derechos humanos durante el
conflicto armado interno que de-
jó cientos de miles de víctimas
entre 1980 y 2000, una medida
que fue cuestionada por organis-
mos nacionales e internacionales.

Durante una ceremonia en el
Palacio de gobierno, Boluarte
justificó la promulgación de la
norma aprobada por el Congreso
el 9 de julio pasado: “Hoy con la
promulgación de esta ley de am-
nistía, el gobierno reconoce el sa-
crificio de los miembros de las
Fuerzas Armadas, policía y co-
mités de autodefensa (civiles) en
la lucha contra el terrorismo y la
defensa de la democracia”.

El conflicto interno en Perú,
en el que las fuerzas del Estado
se enfrentaron a las guerrillas
de Sendero Luminoso y el Mo-
vimiento Revolucionario Tú-
pac Amaru (MRTA), dejó unos
70.000 muertos, la mayoría ci-
viles, según el informe de la
Comisión de la Verdad y Re-
conciliación. La fiscalía, por su
parte, calcula en 20.000 la cifra
de desaparecidos.

Según la disposición, la amnis-
tía beneficiará específicamente a
uniformados y civiles que no
cuenten con una sentencia firme
por delitos vinculados a la lucha
contra el terrorismo en ese perío-
do, así como a los sentenciados
mayores de 70 años, señaló el
diario El Comercio. Sus promo-
tores creen que así se cerrarán
procesos judiciales que están

abiertos desde hace más de tres
décadas.

Las organizaciones de dere-
chos humanos estiman que esta
ley de amnistía beneficiaría a
unos 900 militares y policías, en-
tre ellos varios generales.

Boluarte rechazó las críticas a la
amnistía: “Nadie puede osar e in-
sinuar a los agentes del Estado o a
la sociedad peruana a subvertir

las leyes de la República. Exigi-
mos respeto”. En ese sentido, con-
sideró que los críticos de la norma
se ponen del “lado de quienes vio-
laron los derechos humanos de
nuestros compatriotas”

Perú “no es una 
colonia de nadie”

En julio, la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos pidió
al gobierno peruano detener el
trámite del entonces proyecto le-
gislativo. En una resolución aña-
dió que los jueces debían abste-
nerse de aplicarlo en caso de que
se convirtiera en ley. 

Boluarte rechazó la resolución
de la Corte IDH y en una ceremo-
nia pública dijo a fines de julio
que Perú “no es una colonia de

nadie”. En agosto añadió en otra
actividad que la Corte IDH “ac-
túa como si Perú siguiera siendo
un virreinato... busca interferir
en nuestra capacidad soberana
de decidir sobre los asuntos que
competen únicamente a nuestro
Poder Legislativo, a nuestro Po-
der Judicial”. 

El analista político peruano
Luis Benavente dice que él es
partidario de que los agentes de
seguridad que cometieron críme-
nes paguen como corresponde,
pero que “esta ley dada por el
Congreso, promulgada según las
reglas constitucionales, busca un
equilibrio ante los excesos contra
militares y policías que fueron
indebidamente judicializados”. 

“Ha habido excesos de parte
de la justicia peruana contra mili-

tares que valerosamente se en-
frentaron contra el terrorismo
criminal, de Sendero Luminoso y
del MRTA, e hicieron uso legal
de la fuerza de las armas. Muchos
militares que en ejercicio legíti-
mo de la fuerza contra esos crimi-
nales fueron juzgados, injusta-
mente sentenciados y largamen-
te perseguidos”, dice el director
de la consultora Vox Populi.

La Coordinadora Nacional de
Derechos Humanos, que agrupa
a familiares de las víctimas, cues-
tionó la promulgación de la ley
porque “blinda a policías y mili-
tares acusados de graves viola-
ciones a los derechos humanos”.
Además, deja “sin justicia a miles
de familias que llevan más de 40
años luchando por verdad y re-
paración”, agregó la organiza-

ción en un comunicado.
T a m b i é n H u m a n R i g h t s

Watch afirmó que la norma es
“una traición a las víctimas pe-
ruanas”, de acuerdo con lo expre-
sado en un mensaje por Juanita
Goebertus, directora para las
Américas del organismo.

Las familias de las víctimas ya
habían manifestado “mucha in-
dignación, dolor y rabia” por la
amnistía, según dijo a France
Presse Gisela Ortiz, cuyo herma-
no fue secuestrado y asesinado
por uno de los denominados
“escuadrones de la muerte” del
ejército en 1992.

“Curiosamente, quienes de-
fienden los derechos humanos
siempre defienden los derechos
humanos de terroristas y delin-
cuentes. Nunca he escuchado
que estas entidades defiendan los
derechos de las viudas, de los
huérfanos de militares, policías,
de ciudadanos comunes y co-
rrientes que son víctimas de cri-
minales y terroristas”, dice Luis
Benavente.

La norma es cuestionada por organismos de DD.HH.:

Boluarte promulga ley de amnistía a militares
procesados durante el conflicto interno en Perú
La medida beneficiaría a unos 900 efectivos. La Presidenta rechazó las críticas a la iniciativa aprobada en julio por el Congreso.
GASPAR RAMÍREZ

FIN DE MANDATO
Boluarte debe entregar
el poder en julio de 2026
a quien triunfe en las
presidenciales
convocadas para abril.

DINA BOLUARTE saluda a los integrantes de las Fuerzas Armadas que asistieron ayer al Palacio de gobierno en Lima para la promulgación de la ley.
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Antes de esta amnistía,
Perú había aprobado en
agosto de 2024 una ley que
declara prescritos los críme-
nes de lesa humanidad come-
tidos antes de 2002 en la lu-
cha contra las guerrillas.

Esa iniciativa, que los de-
fensores de los derechos hu-
manos llaman “Ley de Impu-
nidad”, benefició al hoy falle-
cido expresidente Alberto
Fujimori (1990-2000), con-
denado por ordenar dos ma-
tanzas de civiles llevadas a
cabo por el ejército en 1991 y
1992, así como a 600 milita-
res procesados.

n Crímenes
prescritos
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